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1. INTRODUCCION

Las Administraciones pdblicas del presente estdn adquiriendo
—han adquirido ya— una nueva e importante dimensién. Desde el
frontispicio de la actividad tradicional de la Administracién estable,
aunque nunca inmutable, disefiada a partir del clasico tripode —po-
licia, fomento, servicio publico (1)—, e intercambiable en sus técni-
cas operativas (2), en la actualidad se observa una sorprendente mu-
tacién. Sectores o ambitos de la accién publica —de «materias» o
«titulos competenciales» nos aconseja hablar la Constitucién espa-
fola de 1978— que nuestras Administraciones habian tomado, a par-
tir de los mandatos de la Ley, claro esta, como objeto de intervencién
tipica o elementos consustanciales de su existencia o su propia razén
de ser vuelven a sus origenes légicos de accién privada o particular,

(*) Este trabajo, que se publicara en el libro homenaje preparado para su jubilacién,
esta dedicado a mi queridisimo amigo Ram6n MARTIN MATEO, «e] entrafable Maestro Ma-
teo»-de tantos momentos vividos auténticamente. He tenido el placer, y el honor, de vivir
con él alguno de esos instantes, comprobando sus multiples capacidades v acendrados va-
lores. Ahora, en su jubilosa —hablando burocraticamente— despedida, le hago simbdélica
entrega o devolucién de algo de lo que atesoré, espiritualmente, gracias al maestro Ramén
MARTIN MATEO, con el ferviente deseo y leal compromiso de no olvidar jamas sus muchas
lecciones. )

(1) A esta trilogia clasica, que todavia conserva su fundamental valor pedagégico,
anadi6é VILLAR PaLASS, como es sabido, una cuana dimensién, la de la gestién cconémica
industrial, en su importante trabajo La actividad industrial del Estado en el Derecho Admi-
nistrativo, publicado en el nim. 3 de esta REvisTA (1950) y, luego, en su libro La interven-
cién administrativa en la industria, Madrid, 1964.

(2) El denominado, por VILLAR PALASY, principio de intercambiabilidad de las técnicas
administrativas es, en la actualidad, especialmente visible en el fenémeno de privatizacién
o desregulacién al que mas tarde aludiremos.
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mas alla incluso de lo recomendable. A ello fuerzan, por lo demas,
no s6lo unas corrientes ideolégicas predominantes, sino por encima
de todo, y aunque sea a modo de derivacién légica, la combinacién
integradora de estructuras estatales, no desde la vieja imposicién
del mas fuerte cuajada en las organizaciones «imperiales», sino ex
voluntas populi (3). «Mas Estado, menos Administracién», subtitu-
laba expresivamente nuestro homenajeado uno de sus libros (4), ad-
virtiendo sobre el «panadministrativismo» y detectando inequivocas
tendencias hacia la liberalizacién de la economia o reduccién del in-
tervencionismo administrativo. En definitiva, si el crecimiento de la
acci6én administrativa a modo de policia, fomento, prestacién direc-
ta o servicio publico y gestién industrial alcanzé cotas inequipara-
bles al momento crucial de su origen, el decrecimiento provocado
por las tendencias «privatizantes» o «desreguladoras» -—ambos tér-
minos son desde luego odiosos, desde la perspectiva juridica— ge-
nera otras modalidades distintas en su concepcién y eficacia, que
amenazan la propia esencia de la diversificacion funcional tripartita
del poder (5), y, sobre todo, la misién o tarea de las Administracio-
nes publicas, originariamente derivada de la relevante funcién cons-
titucional que les ha sido asignada. Y es que, efectivamente, la indu-
bitable existencia de intereses generales, en su mas noble y amplio
significado, continda explicando v justificando unas Administracio-
nes «poderosas», pero con poderes diferentes o, al menos, utilizados
de forma distinta.

Es notoria, en estos tiempos, la utilizacién generalizada de la po-
testad o actividad de inspeccién. A ella le dedico las lineas que si-
guen, por entender que, en el fondo y en la forma, nos encontramos
ante una modalidad de accién administrativa de muy destacados
efectos para la revisién conceptual del quehacer de las Administra-
ciones publicas.

2. CONCEPTO Y SIGNIFICADO DE LA INSPECCION

Se habla de actividad, funcién o potestad de inspeccién, sin exce-
siva precisién en este momento, para identificar unas actuaciones,

(3) Me refiero, fundamentalmente, a la integracién en la Unién Europea. Una exce-
lente explicacién de sus origenes, evolucién y efectos, en Ricardo ALonso Garcia, Derecho
comunitario, Ed. CEURA, Madrid, 1994, muy especialmente pags. 19 a 39.

(4) Ramén MARTIN MaTEO, Liberalizacién de la economia. Mds Estado, menos Admi-
nistracién, Ed. Trivium, Madrid, 1988.

(5) La existencia del Tribunal Constitucional, de facto, aunque no de iure, ha influido
muy seriamente, segiin mi criterio, en la clasica reparticién tripartita.
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més o menos genéricamente previstas en el ordenamiento juridico,
que habilitan a las Administraciones publicas para llevar a cabo fun-
ciones de comprobacién o constatacién del cumplimiento de la nor-
mativa vigente, en su sentido mas amplio, esto es, incluidas muy es-
pecialmente las condiciones y requisitos de orden técnico, conse-
cuencia inherente de la imposicién que a determinadas personas,
actividades, instalaciones, objetos y productos hacen ciertas normas
juridicas. El motivo principal de la dotacién y ejercicio de estas fun-
ciones de inspeccién y control es, en cualquier plano, la seguridad.
Pero, como muy acertadamente sefiala el preambulo de una norma
aragonesa, el correcto ejercicio de las competencias de inspeccién y
control —en este caso, referido a seguridad de productos, equipos e
instalaciones industriales— provoca una benéfica repercusién eco-
némica y social, cuando se conjugan arménicamente principios tales
como agilidad en la accién, confianza en la actuacién de los técnicos
competentes y estricta fiabilidad de los mecanismos de supervisién y
control (6).

Es evidente que la actividad de inspeccién no resulta novedosa en
nuestro Derecho. La amplisima tradicién de las inspecciones, por
ejemplo, laboral o tributaria lo demuestra. Respecto a la primera, la
exposiciéon de motivos de la recentisima Ley de 14 de noviembre de
1997, ordenadora de la Inspeccién de Trabajo y Seguridad Social, ad-
vierte que «este tipo de inspeccién dispone en Espafa de una acredi-
tada tradicién». Respecto a la segunda, aunque de menor tradicién,
vino exigida desde la realizacién mas o menos efectiva del principio
constitucional de contribucién equitativa a las cargas publicas (7). No
podrian dejar de mencionarse actividades inspectoras tan tradiciona-
les como las de aduanas o fronteras, sanitarias y alimenticias o de
establecimientos crediticios, por citar sélo algunas de las mas cono-
cidas. Ahora bien, y como se ha dicho antes, las tendencias de libera-
lizacién de la economia o de reduccién del intervencionismo admi-

(6) Decreto 67/1998, de 31 de marzo, del Gobierno de Aragén, por el que se regula el
ejercicio de las funciones en materia de vigilancia del cumplimiento de la legislacién vi-
gente sobre seguridad de productos, equipos e instalaciones industriales asignado a los
Organismos de Control en el ambito de la Comunidad Auténoma de Aragén. Este Decreto
regula las funciones de este tipo de Organismos de Control, a partir de los principios y re-
quisitos basicos que establece la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, y el Reglamento
Estatal de la Infraestructura para la Calidad y la Seguridad Industrial, aprobado por el
Real Decreto 2200/1995, de 28 de diciembre.

(7) Un primer Reglamento de la inspeccién tributaria data de 1926 (Real Orden de 13
de julio). Pero fue la Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1964, en sus articulos
109 a 113 (comprobacién e investigacién) y 140 a 146 (inspeccién, especificamente), la
que establecié normas fundamentales para el desarrollo de la inspeccién. En desarrollo de
esta Ley se promulgaron sucesivamente abundantes normas, que fueron modificando el
viejo Reglamento de la inspecci6n, hasta que se promulgé el Reglamento General de la
Inspeccién de los Tributos, por Real Decreto 939/1986, de 25 de abril.
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nistrativo inclinan la balanza del lado de la abstencién de las Admi-
nistraciones en las prestaciones directas —servicios publicos en régi-
men de gestién directa— o indirectas —servicios prestados por con-
cesionarios o «autorizados»—, pero con la compensacién légica del
incremento de la funcién o actividad de inspeccién (o supervision,
vigilancia, comprobacién, investigacién, etc.) de las actividades «re-
convertidas» o «abandonadas». Asi lo exigen los intereses publicos,
que si, efectivamente, pueden ser servidos y respetados también des-
de el sector privado, y asi lo demuestra la tradicional accién de cola-
boracién de los particulares con la Administracién (8), no es menos
cierto que requieren cierto control de su desarrollo y efectividad.
Ahora bien, cuando tratamos de la actividad, funcién o potestad
inspectora evocamos, implicitamente, una accién publica, quiérese
decir de titularidad publica, con independencia de que su prestacién
efectiva se acomode también al principio de disociacién entre la titu-
laridad de las funciones y su ejercicio. Aqui nos limitaremos, exclusi-
vamente, a identificar los aspectos mas relevantes de tal actividad,
aunque, personalmente, prefiero considerarla juridicamente como
potestad. Si para precisar el concepto técnico de potestad identifica,
con razén, GARCIA DE ENTERRIA «toda accién administrativa que se
nos presenta asi como ejercicio de un poder atribuido previamente
por la Ley y por ella delimitado y construido», aqui nos encontramos
indudablemente ante una auténtica potestad. En efecto, siguiendo a
GARCIA DE ENTERRIA, esta potestad de inspeccion «no se genera en
relacién juridica alguna, ni en pactos, negocios juridicos o actos o
hechos singulares, sino que procede directamente del Ordenamien-
to»; «tiene un caracter genérico y se refiere a un ambito de actuacién
definido en grandes lineas o direcciones genéricas»; frente a ella «no
corresponde ninglin deber, positivo o negativo, sino una simple suje-
cién o sometimiento de otros sujetos (normalmente de un circulo de
sujetos), a soportar sobre su esfera juridica los eventuales efectos de-
rivados del ejercicio de la potestad»; como las demas potestades,
«son inalienables, intransmisibles e irrenunciables..., son también
imprescriptibles», y «son, en fin, inagotables e idénticas a través de
su ejercicio, que mas que consumirlas, las confirma. Son también in-
susceptibles de modificacién por el titular; sélo la Ley, en que tiene
su origen, puede alterarlas o extinguirlas» (9). Desde esta perspecti-
va, es indiscutible la concurrencia de tales caracteristicas en la acti-

(8) El sentido y funcionalidad de este tipo de acciéon administrativa se explica, sintéti-
camente, en el libro, dirigido por mi, Derecho Administrativo. Parte Especial, Ed. Civitas,
3.2 ed., Madnd, 1998.

(9) E. GarciaDE ENTERRIA y T. R. FERNANDEZ RODRIGUEZ, Curso de Derecho Administra-
tivo, tomo 1, Ed. Civitas, 8. ed., Madrid, 1997, pags. 433 v ss.
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vidad de inspeccién. La potestad de inspeccién, en definitiva, es
principalmente una potestad consustancial a la actividad de con-
trol (10), siempre de tramite o interlocutoria de decisiones definiti-
vas que se adoptan, precisamente, tras la realizacién material de la
inspeccién.

Pero esta potestad de inspeccién, por su especial relevancia y por
lo que luego se dira, debe encontrarse expresamente atribuida a las
Administraciones en el Ordenamiento juridico, aunque su alcance o
contenido sea dificil de definir, llegandose a calificar en algiin caso,
con evidente exageracién, como «sistema» (11). De ahi que resulte
exigible la colaboracién de los particulares, que no es sélo volunta-
ria, sino obligatoria, aunque «sélo en los casos previstos en la Ley».
Asi, textualmente, lo sefiala el articulo 39 de la Ley 30/1992, de Bases
de Régimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedi-
miento Administrativo Comun, de 26 de noviembre de 1992 (12).

Conviene, por ello, delimitar con toda la precisién posible esta
potestad en su vertiente funcional, dado que el deber imputable a los
ciudadanos tiene un contenido activo o de prestacién, verosimilmen-
te contrastable y, a veces, incompatible con otros relevantes derechos
de los obligados. Es, pues, aconsejable examinar el alcance y conte-
nido de la «potestad» desde todas sus dimensiones, poniendo énfa-
sis, quizas, en la titularidad activa de las Administraciones publicas,
pero sin dejar de lado el analisis de los aspectos pasivos, es decir, del
contenido de las obligaciones concretas de quienes sean susceptibles
de sujecién a dicha potestad.

(10) Esa es la razén por la que algtin autor, de manera indirecta, la incluye como ac-
tividad «de policia» (José Ramén PARADA, Derecho Administrativo, tomo 1, Ed. Marcial
Pons, 9.* ed., Madrid, 1997, pags. 440 y ss.). Otros autores, como se vera luego, descubren
caracterfsticas originales, diferentes, por tanto, de la clasica actividad «policial». La Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 96/1996, de 30 de mayo, dictada en recursos de incons-
titucionalidad y conflictos de competencia acumulados contra determinados preceptos de
la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervencién de las entidades de crédito, y
el Real Decreto 1144/1988, de 30 de septiembre, sobre creacién de bancos privados e insta-
lacién en Espana de entidades de crédito extranjeras, considera a la «inspeccién como una
manifestacion de potestad pablica», enmarcada en las que denomina «potestades de obte-
ner informacién» (Fundamentos Jurfdicos VII y XXVI).

(11) Asi, precisamente, se califica en el preambulo de la citada Ley de 14 de noviem-
bre de 1997 (y lo mismo en su art. 1), ordenadora de la Inspeccién de Trabajo y Seguridad
Social.

(12) Aunque las reservas legales establecidas en normas con rango de Ley tienen es-
caso valor, lo cierto es que, en este tema, esta reserva asegura las garantias de los ciudada-
nos sometidos a inspeccién, impidiendo que normas reglamentarias aprobadas por las Ad-
ministraciones pablicas —y particularmente por los Ayuntamientos— puedan establecer,
al margen de las Leyes, nuevos deberes de colaboracién forzosa en la actividad inspectora.
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3. CONTENIDOS Y ALCANCE DE LA POTESTAD

La funcién o potestad inspectora es, en primer lugar, actividad de
«ejecucién», lo que teniendo en cuenta el principio constitucional de
distribucién de competencias entre el Estado y las Comunidades Au-
tébnomas, asi como su mayoritaria interpretacién doctrinal y juris-
prudencial, significa que la inspeccién corresponderia a las Comuni-
dades Auténomas (13). Ademas, compete a las Administraciones que
el legislador sefiala, aunque, a diferencia de otras manifestaciones de
potestad, la inspeccién se afecta fundamentalmente a 6rganos admi-
nistrativos «personalizados», esto es, con personal habilitado por la
Administracién —funcionario, por lo comiin, aunque no necesaria-
mente, como veremos— y técnicamente preparado para el desarrollo
de una funcién que es fundamentalmente preparatoria de la decisién
de los érganos administrativos activos o decisorios. Esta exigencia es
especialmente visible en la inspeccién sociolaboral o en la tributaria,
en cuyos ambitos existe reserva especifica de la funcién a determina-
das clases de funcionarios (14). Las Administraciones legalmente ha-
bilitadas pueden asi obtener informacién, comprobar, examinar, vigi-
lar, investigar hechos, actos, actividades en general, situaciones, do-

(13) Como actividad de «ejecucién» —funcionalmente hablando— y de acuerdo con
el principio de «federalismo de ejecucién» alemin (art. 83 de la Ley Fundamental), am-
pliamente estudiado en la doctrina espariola. Por todos, E. GaRc(A DE ENTERR{A, La ejecu-
cién autonémica de la legislacion del Estado, Madrid, 1983, y A. JIMENEZ BLANCO, Las rela-
ciones de funcionamiento entre el Poder central y los Entes territoriales, Madrid, 1985.

Sin embargo, y como ocurre con el resto de las «potestades», la interpretacién que se
deriva de este principio, llevada a rajatabla, conduce al absurdo. Porque, efectivamente,
como las potestades expropiatoria o sancionatoria, la de inspeccién debe ser ejercida por
la Administracién competente en la materia principal, constituyendo una especie de
anejo indisoluble de aquélla, sin perjuicio de su transferencia, delegacién o encomienda.
Y asf ha sido interpretado por nuestro Tribunal Constitucional en numerosas ocasiones,
desde las Sentencias de 8 de junio y 11 de mayo de 1989. Por su relacién con el tema,
véase una muestra cn la Sentencia 278/1993, de 23 de septiembre, en la que el Tribunal
asigna la titularidad del Estado sobre las competencias de gestién del servicio publico
de televisién, lo que acarrea las potestades ejecutivas de inspeccién y control, anulando
asi el Decreto catalan 270/1985, de 19 de septiembre (véase, sobre todo, el Fundamento
Jurfdico 3).

(14) El articulo 140 de la Ley General Tributaria atribuye la facultad de inspeccién a
la (sic) «Inspeccién de los tributos», pero el Reglamento General de la Inspeccién reserva
esta actividad a los inspectores y subinspectores, estableciendo una auténtica distribucién
competencial entre los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos correspondicntes. El ar-
ticulo 2 de la Ley de Ordenacién de la Inspeccién de Trabajo y Seguridad Social establece
una divisién similar entre inspectores y subinspectores. Sobre la necesidad de asegurar la
formacién y cualificacion de las personas que desarrollan actividades de inspeccién, véase
el libro colectivo La Inspeccién de Consumo en el contexto de la actuacion administrativa,
Ed. Gobierno Vasco, Vitoria, 1992, y especialmente mi propio trabajo: «El Inspector de
Consumo como profesional: cualificacién profesional deseable. Formacién especifica ne-
cesaria: niveles de especializacién. Tendencias en el marco espafiol y de la CEEs, ibidem,
pags. 71 y ss.
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cumentos, operaciones, siempre que tales elementos sean «debidos»;
esto es, que las diferentes personas fisicas o juridicas estén, positiva
o negativamente, obligados a llevar a cabo de la manera, o bien pre-
viamente determinada por las normas, o bien sin que se contradigan
aquéllas.

En segundo lugar, desde el punto de vista de la convencionalmen-
te denominada titularidad pasiva, es decir, de los obligados a sopor-
tar la inspeccién, sélo las personas fisicas o juridicas que las Leyes
determinen deben someterse al control que se deriva de la potestad
de inspeccién, en la medida que precisamente prescribe la norma.
Sin embargo, hay supuestos de colaboracién genérica o universal,
como es el caso de la «inspeccién fiscal o tributaria», con la que de-
ben colaborar ya no solamente los contribuyentes o sujetos obliga-
dos tributariamente, sino «todos», tal y como dispone el articulo 111
de la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1964 (15). Natu-
ralmente, el grado o nivel de la colaboracién es muy diferente en es-
tos casos, como lo son las medidas e instrumentos de que dispone la
Administracién titular activa para exigir dicha colaboracién. De ello
hablaremos especificamente mas tarde.

La potestad o funcién de inspeccién constituye una pieza muy
importante para lograr el cumplimiento de la legalidad, pues garan-
tiza el cumplimiento de las normas reguladoras, el ejercicio de la li-
bertad de empresa y permite el asesoramiento y colaboracién de los
afectados. En opinién de RAZQUIN LIZARRAGA, «la perspectiva negati-
va con que normalmente se considera la funcién inspectora, se con-
trapesa con una funcién complementaria —pero no menos impor-
tante— de realizar una actuacién positiva que preventivamente pro-
cure e] cumplimiento de la legalidad» (16). También Eloisa
CARBONELL entiende que «la funcién inspectora es uno de los medios
por los que la Administracién lleva a cabo su misién de vigilancia y
control que, basicamente, supone la observacién directa por los
agentes administrativos de la realidad controlada» (17). Del mismo
parecer es, en general, Marta FRANCH, para quien «la inspeccién
comprenderia un conjunto de acciones, realizadas por la Adminis-

(15) Precisamente sobre la constitucionalidad de esta obligacién genérica, muy polé-
mica, se pronuncié en sentido favorable el Tribunal Constitucional en su conocida Senten-
cia de 26 de abril de 1990 («<BOE» de 30 de mayo), al resolver un recurso de inconstitucio-
nalidad contra la Ley de Reforma de la mencionada Ley General Tributaria (Ley de 26 de
abril de 1985).

(16) José Antonio RAZQUIN LIZARRAGA, Derecho publico del transporte por carretera,
Ed. Aranzadi, Pamplona, 1995, pags. 239 y ss.

(17) Eloisa CARBONELL PORRAS, Régimen juridico-administrativo del transporte interur-
bano por carretera, Ed. Servicio de Publicaciones de la Universidad Complutense, Madrid,
1993, pags. 407 a 410.
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tracién publica, que tienen por objeto investigar y comprobar que
los sujetos afectados cumplen las normas juridicas» (18). También
HERNANDEZ MARQUES considera que las de supervisién e inspeccién
constituyen auténticas potestades, que habilitan para llevar a cabo
la vigilancia y comprobacién del cumplimiento de la disciplina de
un determinado sector. Para este autor, en la potestad «existe una
doble vertiente: la material, en cuanto que el poder reconocido es
para tutelar el sistema vy vigilar la observancia de las disposiciones
existentes que lo ordenan, y la formal, que alude a la via de compro-
bacién» (19).

4. LoS PRINCIPALES TIPOS DE INSPECCION

Las modalidades de potestad son de una impresionante variedad,
pues alla donde las normas de rango legal o reglamentario, incluso
las de rango inferior que las contemplan —como pueden ser, natural-
mente, las Circulares, Instrucciones o Resoluciones que vienen a pre-
cisar aquéllas—, establecen requisitos o condiciones de obligado
cumplimiento, est4n justificadas y, por regla general, perfectamente
previstas las posibilidades de inspeccién, supervisién, vigilancia o in-
vestigacién. Dada su extremada variedad, resultaria sumamente
complicado llevar a cabo una relacién exhaustiva de las normas que
las prevén, porque, en términos generales, la potestad de inspeccién
puede afectar a objetos (vehiculos, laboratorios, bienes pablicos, re-
siduos, etc.), personas fisicas (deportistas, contribuyentes, etc.) y,
claro esta, a personas juridicas (Sociedades mercantiles, y, especifi-
camente, Entidades de crédito y banca o seguros, de mediacién o de
valores, Entes publicos u Organismos no gubernamentales incluidos,
etc.). Cabria pensar, incluso, dicho sea coloquialmente, en las «inten-
ciones», como, por ejemplo, ocurriria en los supuestos de verifica-
cién y control de la politica europea sobre la libre competencia, pues
los 6rganos encargados de verificar y comprobar el cumplimiento de
la normativa europea en ese ambito no se limitan al control de acti-
vidad o hechos consumados, sino también al de las operaciones, pro-
yectos, incluso propdsitos, atentatorios contra aquellos principios y
normas (20).

(18) Marta FRANCH 1 SAGUER, Inrervencion administrativa sobre Bancos v Cajas de Aho-
rro, Ed. Civitas, Madrid, 1992, pags. 316 y ss.

(19) Hilario HERNANDEZ MARQUES, «Las potestades de direccién y supervisién. Espe-
cial referencia a las del Banco de Espana», ¢n el volumen colectivo Estudios de Derecho
Publico Bancario, Ed. Ceura, Madrid, 1987, pags. 115y ss.

(20) Real Decreto de 27 de febrero de 1998 («BOE» de 7 de marzo), regulador de la
aplicacién en Espaiia de las reglas europeas de la competencia.
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Ahora bien, por lo general, las potestades de inspeccién suelen te-
ner una naturaleza mixta, es decir, afectan a la vez a los sujetos, su
actividad o sus bienes (objetos o productos).

Tal vez sea la mas problemaética y polémica la que podriamos de-
nominar autoinspeccion, que atribuye a determinados 6rganos de
una determinada Administracién piblica la facultad de comprobar o
constatar el cumplimiento de la normativa por parte de sus propios
érganos y servicios. Es prototipo de esta modalidad la Inspeccién
General de Servicios de la Administracién General del Estado, que,
segun el articulo 15 de la Ley de Organizacién y Funcionamiento de
la Administracién General del Estado, de 17 de abril de 1997, analiza
la actuacién de los 6rganos de la Administracién, evaluando sus acti-
vidades, proponiendo la adopcién de medidas o reformas para el
mas adecuado funcionamiento de los diferentes servicios, informan-
do sobre el grado de cumplimiento de la normativa y, en ocasiones,
preparando expedientes de represién de conductas contrarias a di-
cha normativa (21).

Se puede detectar otra diferente modalidad de la inspeccién en
los casos que el legislador ha previsto que una Administracién publi-
ca compruebe o verifique el cumplimiento preciso y riguroso de las
competencias de otra Administracién, bien porque se deriven de una
transferencia funcional por parte de la Administracién a que corres-
ponde la potestad o bien por deberes u obligaciones previstos en la
Ley en funcion de la determinada posicién constitucional que unas y
otras Administraciones ostentan. Ello afecta, incluso, a las relaciones
interadministrativas de caracter internacional. Asi, por ejemplo, el
Tratado de la Unién Europea dispone que algunas Instituciones de la
Unién pueden ejercer funciones de comprobacién del cumplimiento
de las normas vigentes sobre las competencias v actividades que se
derivan de las mismas por parte de determinadas Administraciones
de los Estados miembros (22).

Un supuesto corriente de esta modalidad de inspeccién se produ-
ce entre Administraciones en cuya relacién existe a favor de una de
ellas cierto grado de «supremacia», como es el caso de la Adminis-

(21) Orden Ministerial de 11 de abril de 1994. Igual ocurre en las diferentes Comuni-
dades Auténomas. En Aragén fue creada por el Decreto 104/1985, de 29 de agosto.

(22) Es el supuesto de la facultad de la Comisién Europea para examinar permanen-
temente, junto con los Estados miembros, los regimenes de ayudas previstas en el Tratado
v su normativa derivada (antiguo art. 93 del Tratado de la Unién, al que corresponde el 88
en la versién derivada del reciente Tratado de Amsterdam, de 2 de octubre de 1997). Mu-
cho mas claramente, el antiguo articulo 213 (284 en la versién procedente de la firma del
Tratado de Amsterdam), donde se faculta a la Comisién para «recabar todo tipo de infor-
maciones y proceder a todas las comprobaciones necesarias, dentro de los limites y en las
condiciones fijadas por el Consejo, de conformidad con las disposiciones del presente Tra-
tado», para la realizacién de todas Jas funciones que le han sido atribuidas.
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tracién General del Estado sobre las Administraciones locales, e in-
cluso de las Administraciones autonémicas sobre las Administracio-
nes locales de su ambito territorial. Naturalmente, el ejercicio de es-
tas formas de actuacién inspectora presupone bien la previa delega-
cién de competencias de las Administraciones teéricamente
«supremas» o bien la existencia de una norma legal que la autorice
expresa o implicitamente (23). Concretamente, el articulo 56 de la
Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, de 2 de abril de
1985, permite la delegacién de competencias de la Administracién
General del Estado en las Administraciones locales, en cuyo caso
aquélla se reserva la competencia de inspeccién. Normalmente, y
aunque no existe prevision legal expresa, la posibilidad de que el 6r-
gano autonémico competente adopte medidas reguladas en la Ley
del Suelo, a propésito de la proteccién de la legalidad urbanistica,
cuando requerido el Ayuntamiento a estos efectos no las adopte en
determinado plazo, presupone también la posibilidad de que dicho
drgano autonémico ejerza facultades vinculadas a este tipo de potes-
tad. El derogado articulo 260 del texto refundido de la Ley del Suelo
de 1992 —por inconstitucionalidad, dado su caracter «supletorio»—
atribufa escuetamente la competencia sobre «inspeccién urbanisti-
ca» a «los 6rganos de la Administracién autonémica y local, dentro
de sus respectivas competencias, y de acuerdo con la legislacién vi-
gente», sin mas especificaciones (24).

Alguna norma autonémica, sin embargo, va mucho mas lejos,
como es el caso de la Ley de 10 de febrero de 1984, de la Comuni-
dad de Madrid, sobre medidas de disciplina urbanistica, que llega a
atribuir un caracter enunciativo, no limitativo, a las funciones de
los «inspectores urbanisticos». Como afirma CAsiNO RuBIO, «desde
esta perspectiva, el especifico contenido de la inspeccién urbanisti-
ca debe buscarse —y explicarse— en atencién a la doble funcién
que ésta cumple (al igual que en el resto de las distintas esferas juri-
dico-administrativas en las que juega la actividad inspectora) en el
ambito urbanistico: por un lado, y en primer lugar, la funcién pre-
ventiva, tratando de reducir al maximo posible la indisciplina urba-
nistica, mediante la accidn de vigilancia y control; y, de otro, la fun-
cién de asegurar la aplicacién de los mecanismos de reaccién pre-

(23) Con el desarrollo del principio constitucional de autonomia local (arts. 137 y ss.
CE, Real Decreto de 16 de junio de 1979 y Real Decreto-Ley de 16 de enero de 1981), como
es sabido, desapareci6 el Servicio Nacional de Inspeccién y Asesoramiento de las Corpora-
ciones Locales, que llevaban a cabo funcionarios estatales (Disposicién final 2.7 del Real
Decreto 2856/1978 luego anulado por Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de febrero de
1983 y otras muchas).

(24) Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo.
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vistos en el Ordenamiento contra la transgresién de la legalidad ur-
banistica» (25). Sucede igual en la legislacién urbanistica catalana,
cuyo texto refundido aprobado por Decreto legislativo de 12 de julio
de 1990 contiene idénticas reglas, con el importante anadido de que
cuando las corporaciones carezcan de medios técnicos y de gestion
adecuados para la inspecciéon podra la Administracién autonémica
prestar los medios necesarios para hacer efectiva dicha potestad (26).

Entre los tipos de inspeccién es, quizas, la inspeccién financiera
y tributaria la que ofrece perfiles mas definidos. Su tradicién y la en-
comienda de funciones de comprobacién de la situacién tributaria
de todos los obligados hacen de esta modalidad el prototipo por ex-
celencia, incluida la carga abundantisima de problemas juridicos
que su ejercicio provoca (27). Algo parecido ocurre, como ya se sefia-
16, con la inspeccién en materia de Trabajo y Seguridad Social, que
tiene en nuestro pafs una tradicién acreditada de disefio y operativi-
dad. En ambos casos, la estricta vinculacién de Cuerpos funcionaria-
les muy profesionalizados al ejercicio de estas potestades asegura, de
un lado, la efectividad de las Administraciones inspectoras vy, de otro,
los deberes de confidencialidad o secreto que, en principio, son exi-
gibles a los funcionarios que inspeccionan y que, por supuesto, se ex-
tienden a todos, absolutamente todos, quienes participan en esa fun-
cién, como veremos.

También son tradicionales, aunque no todas en la vinculacién de
profesionales especializados y acreditados, otras modalidades como
la inspeccién sanitaria y de consumo (28), la inspeccién crediticia,
de valores o seguros (29), en materia de transporte (30) o de seguri-

(25) M. Casino RuBIO, voz «Inspeccién urbanfstica», en la Enciclopedia Jurtdica Civi-
tas, vol. I1II, Madrid, 1995. P

(26) Estos preceptos catalanes reflejan la Ley estatal del Suelo, y concretamente su
articulo 252, que también se incluye entre la relacién de anulados, por inconstitucionali-
dad en la supletoriedad, en la citada Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20
de marzo.

(27) Aunque existe sobre esta potestad de inspeccién tributaria una impresionante
bibliografia, remito al lector a la voz (obra de Casapo OLLERO y DE LA PENA VELASCO) «Ins-
peccién tributaria», en la Enciclopedia Juridica Civitas, tomo 111, pags. 3618 a 3620, por su
descriptividad y sencillez.

(28) Ley General de Sanidad, de 25 de abril de 1986 (art. 43, sobre la Alta inspec-
cién), y Ley de 19 de julio de 1984, General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios (arts. 5 y 34.8, muy especialmente).

(29) Ley Reguladora de la Comisién Nacional del Mercado de Valores, de 28 de julio
de 1988; Ley de Disciplina e Intervencién de las Entidades de Crédito, de la misma fecha;
Ley de Ordenacién y Supervisién de los Seguros Privados, de 8 de noviembre de 1995, fun-
damentalmente, ademas de la Ley del Banco de Espafia, de 1 de junio de 1994. Sobre las
funciones de «supervisién» de la Comisién Nacional del Mercado de Valores, véase un ex-
celente comentario de Mercedes FUERTES, en la «Revista de Derecho Bancario y Bursatils,
nam. 49, enero-marzo 1993, pags. 7'y ss.

(30) Ley de Ordenacién de los Transportes Terrestres, de 30 de julio de 1987 (arts. 32
Y §8.).
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dad industrial (31), la inspeccién en el ambito turistico (32); inclu-
so otras mucho mas novedosas como la inspeccién medioambien-
tal (33) o la deportiva (34).

Sin duda, en lo que se refiere a la diferente posicién constitucio-
nal de las Administraciones estatal y autonémicas, un caso paradig-
matico es el de la llamada «Alta inspeccién», segtn la cual la Admi-
nistracién estatal, en determinados supuestos expresamente previs-
tos, puede vigilar o supervisar el cumplimiento de las actuaciones o
actividades que se derivan de competencias compartidas, esto es,
aquellas que se refieren a «materias» (o sectores) en las que, por ex-
presa disposicién constitucional, el Estado se ha reservado la fun-
cién legislativa, pero las Comunidades Auténomas realizan la fun-
cién de desarrollo legislativo y, fundamentalmente, de ejecucién.
Esta «Alta inspeccién» habilita a la Administracién General del Esta-
do para garantizar una correcta interpretacion de la normativa esta-
tal, y también de la propia normativa de las Comunidades Auténo-
mas, en su indispensable interrelacién.

El concepto de alta inspeccién es, de todos modos, de muy difi-
cil delimitacién. Como sefalé en su dia el Tribunal Constitucional,
la alta inspeccién «no es reducible a esquemas genéricos, ni puede
abstraerse de los concretos servicios, prestaciones, actividades que
dicha inspeccién tenga por objeto conocer, supervisar, fiscalizar o
corregir, subsumiéndolos al respectivo régimen juridico y, en todo
caso, no puede confundirse en las relaciones de las diversas ins-
pecciones, en su caso, de una misma Administraciéon con aquella
otra que (...), por definicién, actiia en un espacio fronterizo entre

(31) Ley de 16 de julio de 1992, de Industria, y, principalmente, su Reglamento de In-
fraestructura para la Calidad y la Seguridad Industrial, aprobado por Real Decreto de 28
de diciembre de 1995. Un modelo de desarrollo autonémico, en el ya citado Decreto ara-
gonés 67/1998, de 31 de marzo, por el que se regula el ejercicio de las funciones en mate-
ria de vigilancia del cumplimiento de la legislacién sobre seguridad de productos, equipos
e instalaciones industriales.

(32) Todas las Leyes autonémicas dictadas en materia turfstica prevén ya un sistema
de inspecci6n turistica. Por citar alguna de las mas recientes, véase la Ley de Extremadura
reguladora del turismo, de 20 de marzo de 1997 («BOE» de 30 de mayo de 1997); Ley na-
varra de Disciplina Turistica, de 17 de noviembre de 1997 («BOE» de 22 de enero de
1998), y Ley de Castilla y Leén de 19 de diciembre de 1997 («<BOE» de 10 de marzo de
1998).

(33) Especialmente exigente es la Ley Basica de Residuos Téxicos y Peligrosos, de 14
de mayo de 1986 (art. 10, desarrollado por un minucioso Reglamento, aprobado por Real
Decreto de 20 de julio de 1988).

(34) La Ley estatal del Deporte, de 15 de octubre de 1990, obliga a todos los deportis-
tas con licencia a someterse a los controles previstos para las sustancias y métodos prohi-
bidos en el deporte y seguridad en la préctica deportiva. Entre la legislacién autonémica
reguladora del deporte, la Ley riojana, de 2 de mayo de 1995, ha previsto especificamente
una inspeccién deportiva (arts. 78 y ss.), con objeto de vigilar y comprobar ¢l cumplimien-
to de las disposiciones legales v reglamentarias en materia deportiva, especialmente de las
instalaciones y titulaciones, asf como del «seguimicnto» y control de las subvenciones.
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dos Administraciones: la estatal y las de las Comunidades Auténo-
mas» (35).

5. Los VINCULOS ENTRE EL PRINCIPIO DE COORDINACION Y LA POTESTAD
DE INSPECCION

Un comentario especial merece, por su polémico planteamiento,
el supuesto de la potestad inspectora que se deriva de las facultades
(también potestad, a mi juicio) de coordinacién. All4 donde la Admi-
nistracién estatal tiene asignadas funciones de coordinacién, es ine-
vitable que tal funcién de coordinacién conlleve la potestad de ins-
peccién, pues sélo sera posible garantizar aquella funcién coordina-
dora cuando se pueda vigilar el ejercicio de las actividades
susceptibles de tal coordinacién. Como es bien sabido, y aunque se
trata de un término muy mal utilizado en la legislacién vigente, la
coordinacién implica una cierta «superioridad» o «supremacia» de
quien coordina. El Tribunal Constitucional sefialé en su momento
que la funcién de coordinacién

«persigue la integracion de la diversidad de las partes o
subsistemas en el conjunto o sistema, evitando contra-
dicciones y reduciendo disfunciones que, de subsistir,
impedirian o dificultarian, respectivamente, la realidad
misma del sistema (...) En consecuencia, la coordina-
cién general debe ser entendida como la fijacién de me-
dios v de sistemas de relacién que hagan posible la in-
formacién reciproca, la homogeneidad técnica en de-
terminados aspectos y la accién conjunta de las
autoridades sanitarias, estatales y comunitarias en el
ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo
que se logre la integracién de actos parciales en la glo-
balidad del sistema sanitario» (36).

(35) Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de febrero de 1982 («BOE~» de 22 de
marzo), dictada a propésito de la interpretacién del sentido de «alta inspeccién» en mate-
ria educativa. La Sentencia del Tribunal Constitucional 32/1983, de 28 de abril, pone algu-
nos limites al ejercicio de esta «alta inspeccién», en la que si cabe la comprobacién, verifi-
cacién, la informacién e incluso el planteamiento de la posible sancién a imponer en los ca-
sos de incumplimiento. La cuestién se centraria, entonces, en la posibilidad para la
Administracién estatal de plantear también medidas cautelares, absolutamente indispen-
sables para el ejercicio eficaz de esta alta inspeccién, a lo que parece responder afirmativa-
mente la ya citada Sentencia 278/1993, de 23 de septiembre.

(36) Sentencia 32/1983, de 28 de abril.
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Si la competencia de coordinacién presupone, légicamente, que
hay algo que debe ser coordinado, es légico pensar que para averi-
guar el correcto cumplimiento de ese «deber» puedan utilizarse po-
testades de supervisién, andlisis, comprobacién, etc., que caracteri-
zan a la potestad de inspeccién y que, aun pudiendo significar en
principio una accién o intervencién sobre las materias objeto de ins-
peccién —de lo que no cabe duda—, ello no significa desvalor alguno
de las competencias propias de cada Administracién, en la medida
en que la potestad de inspeccién jamas puede servir para suplantar
la distribucién constitucional, e incluso legal, de las competencias
respectivas.

Pues bien, cuando la legislacién atribuye a algiin 6rgano de la Ad-
ministracién estatal funciones de direccién y coordinacién, no puede
descartarse la inevitabilidad del ejercicio de la potestad de inspec-
cién, especialmente cuando el ejercicio de determinadas facultades
de las Administraciones autonémicas excede de su propio ambito,
por su propio contenido o naturaleza. Asi lo expresé, en su momen-
to, nuestro Tribunal Constitucional, cuando en materia de «protec-
cién civil» sefialaba:

«El ejercicio de la superior direccién, coordinacién
e inspeccioén por el Ministerio del Interior tampoco
puede estimarse fuera de la competencia estatal, en
cuanto se refiera a supuestos que excedan del ambito
autonémico. Las facultades autonémicas en materia de
proteccioén civil no pueden impedir, por la misma natu-
raleza del régimen de concurrencia de que se trata, la
existencia de unas facultades superiores de coordina-
cién e inspeccién a cargo del Estado, donde est4 en jue-
go el interés nacional (...) Lo mismo cabe decir de las
facultades de superior inspeccién de los servicios que,
sin embargo, no pueden convertirse en un control tute-
lar de la accién administrativa de la propia Comunidad
Auténoma» (37).

6. LIMITES RELEVANTES DEL EJERCICIO DE LA POTESTAD

Parece poco posible generalizar —y mas en un trabajo como
éste— los aspectos limitativos del ejercicio de las inspecciones, su-
puesta su extremada variedad sustantiva y formal. Ahora bien, si, de

(37) Sentencia de 19 de julio de 1990 (Fundamento Juridico XIII).
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modo indirecto, toda potestad inspectora —incluso, en cierto modo,
la de alta inspeccién— afecta a sujetos privados, las potestades o
funciones de inspeccién mas relevantes y abundantes en nuestro Or-
denamiento juridico son las que afectan de modo directo a activida-
des, conductas, instalaciones, objetos o productos de aquéllos. Como
ya vimos, en opinién de GARCIA DE ENTERRIA, la potestad comporta
dos consecuencias, una de caracter negativo, dado que la potestad
administrativa no puede ejercerse sino en servicio del interés comun,
y otra de caricter positivo, pues la Administracién esta obligada al
ejercicio de las potestades cuando ese interés comun lo exija (38).
Y es que, en verdad, si toda potestad obliga a personas fisicas o per-
sonas juridicas de naturaleza privada, por su posicién genérica o es-
pecifica en relacién con las Administraciones (39), la de inspeccién
constituye una advertencia de control permanente del cumplimiento
de obligaciones o deberes, tanto desde la perspectiva juridico-formal
como desde el punto de vista sustantivo. El sujeto u objeto inspeccio-
nable lo es s6lo en la medida en que aquél resulta obligado a hacer
algo y hacerlo de manera determinada o éste a tener algo en las con-
diciones dispuestas por las normas, sea de una forma estricta o gené-
ricamente determinada. En el fondo, como las demas potestades, es
un instrumento adecuado para efectuar la concrecién del poder pu-
blico en técnicas juridicas precisas, y, por ello, debe ejercerse siem-
pre, y en todo caso, por-razones de interés publico.

Al tratarse de actuaciones administrativas de comprobacién o ve-
rificacién de algo (actividad u objeto), suponen un control bastante
difuso en sus contornos. El planteamiento de esta potestad, en su
concepcién y en el procedimiento de efectivizarla, y su cada vez mas
frecuente previsién en las leyes —y correspondiente atribucién a las
Administraciones publicas—, hace muy dificil precisar en las normas
de cobertura los limites de tal potestad, no solamente por la dificul-
tad en sf de definir con rigor el alcance de la accién administrativa
en este Ambito, sino, muy especialmente, por la habitual v verosimil
confrontacién entre esta accién y otros relevantes derechos de los
sujetos obligados, bien sean derechos o libertades de naturaleza
«fundamental» o bien de otros derechos subjetivos de rango inferior.
No ocurre lo mismo con los intereses, toda vez que no hay posibili-

(38) Curso de Derecho Administrativo, cit., tomo I, 8.2 ed., pag. 437.

(39) Aludo aquf al espinoso y problematico tema de las relaciones generales y espe-
ciales de sujecién, excelentemente tratado por los Profesores GarciA MACHO, LOPEZ
BENITEZ y LASAGABASTER HERRARTE. Vid. Ricardo GARCIA MacHO, Las relaciones de especial
sujecién en la Constitucién espariola, Ed. Tecnos, Madrid, 1992; Mariano LOPEZ BENITEZ,
Naturaleza y presupuestos constitucionales de las relaciones especiales de sujecién, Ed. Civi-
tas, Madrid, 1994, e Ifaki LASAGABASTER HERRARTE, Las relaciones de sujecién especial, Ed.
Civitas, Madrid, 1994.
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dad, juridicamente, a mi juicio, de confrontar el ejercicio de la potes-
tad de inspeccién con los «intereses» de las personas fisicas o juridi-
cas, al situarse en distinto plano juridico. Pero si nadie, consiguien-
temente, podria invocar un interés legitimo, personal o directo para
oponerse al ejercicio de la potestad de inspeccién, en cambio, a mi
modo de ver, si podrian invocarse intereses, incluso simples o de
mera constatacién de legalidad, para forzar a la Administracién al
ejercicio de dicha potestad de inspeccién alla donde esté previsto y
sea menester.

En términos, pues, excesivamente genéricos, diremos que las fun-
ciones inspectoras ni son ilimitadas, en tiempo, forma v alcance, ni
pueden ejercerse libre o discrecionalmente de modo absoluto, ni son
practicables en todo el Aambito o materia o sector en que son factibles
juridicamente, ni son exigibles por terceros ad libitum. Por supuesto,
tampoco pueden vulnerar las propias normas de procedimiento ad-
ministrativo especifico o general, ni las de proteccién de derechos
fundamentales de los ciudadanos. En este sentido, y por todas, hay
que recordar, fundamentalmente, la Ley Organica de 29 de octubre
de 1992, de regulacién del tratamiento automatizado de datos de ca-
racter personal, o, en otro plano, la Ley de 26 de febrero de 1998, re-
guladora de los derechos y garantias de los contribuyentes, encami-
nada, sobre todo, a salvaguardar las informaciones obtenidas en las
inspecciones tributarias.

7. LA FORMA Y PROCEDIMIENTO DE INSPECCION.
EN ESPECIAL, LAS ACTAS

La potestad de inspeccién se ejerce bien de oficio o bien por de-
nuncia. Partiendo del punto de vista de la existencia de potestades
regladas y discrecionales, deberiamos entender que las potestades de
inspeccién, investigacién o supervision son regladas, desde la pers-
pectiva de su desarrollo préctico, y discrecionales, desde el punto de
vista de su puesta en marcha. Pero esta distincién resulta sumamen-
te peligrosa, por generalista y porque, aun siendo «discrecionales»
las apreciaciones de circunstancias singulares, de oportunidad inclu-
so, en el ejercicio del poder publico —como advierte GARcfA DE EN-
TERRIA, «sustancialmente eso es la politica, lo cual es ilusorio preten-
der desplazar del gobierno de la comunidad» (40)—, lo cierto es que
la potestad de inspeccién, a diferencia de otras como la expropiato-

(40) Eduardo Garcia DE ENTERRIA, Curso de Derecho Administrativo, cit., tomo I,
pég. 447.
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ria, sancionatoria o reglamentaria, no cabe identificarla nunca como
vinculada a la oportunidad, pues es la condicién mas fiable de la se-
guridad y tranquilidad del cumplimiento de las normas.

Desde luego, inspeccién debe realizarse por agentes autorizados
que, ademas de sus condiciones de tecnificacién y conocimiento
acreditado, pueden gozar de la condicién de «agentes de la autori-
dad» no solamente a los efectos administrativos, sino incluso a efec-
tos penales. La importancia de su condicién y funcién tiene como
contrapartida las obligaciones de sigilo o secreto que les son exigi-
bles, incluso con la posibilidad de sancién penal, pues se encuentra
tipificado en el Cédigo Penal el delito de revelacién de asuntos o ma-
terias de los que se tiene conocimiento por razén del cargo, va que la
confidencialidad es una garantia para los inspeccionados (41).

En cuanto al procedimiento, suele estar regulado deficientemen-
te, aunque creo que de forma deliberada (42). Sin embargo, en algu-
nos supuestos, como es légico, la regulacién es extremadamente de-
tallista (43).

El ejercicio de la potestad de inspeccién se materializa, por lo ge-
neral, en documentos concretos denominados usualmente como Ac-
tas. Estos documentos son antecedente imprescindible para que la
inspeccién se entienda como correctamente realizada, aunque el
contenido del Acta no necesariamente tiene garantizada la autentici-
dad, v el 6rgano que debe adoptar la decisién definitiva no esta vin-
culado estrictamente por dicho contenido, dado que, frente al ejerci-

(41) Articulos 198 y 413 y siguientes del vigente Cédigo Penal. El articulo 12 de la
Ley de 14 de noviembre de 1997, ordenadora de la Inspeccién de Trabajo y de Seguridad
Social, como el articulo 7 del Real Decreto de 25 de abril de 1986, sobre inspeccién tribu-
taria, prescriben riguroso secreto o sigilo para los funcionarios inspectores. Este es, por lo
demas, un lugar comin en todas las demas normas reguladoras de las inspecciones en los
diversos ambitos materiales, incluidos, por supuesto, aquellos en que existe delegacién de
la Administracién en organismos privados de control, homologacién o supervisién. Véase,
por ejemplo, el articulo 5 del Real Decreto de 14 de octubre de 1994, sobre inspeccién y
buenas practicas de Laboratorios, o los articulos 3 y 4 de la Ley valenciana de Inspeccién
vy Disciplina Turistica, de 2 de marzo de 1989.

(42) El Reglamento de la Inspeccion Tributaria es, sin duda, el mas completo —y
también el mas polémico— dada su tremenda relevancia y efectos. En general, el procedi-
miento de inspeccién se adapta a los postulados del procedimiento administrativo general
regulado en los articulos 68 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Para la ins-
peccién sobre instituciones crediticias, advierte Marta FRANCH, «el procedimiento de ins-
peccién no esta regulado de forma concreta en ninguna norma juridica», por lo que debe
remitirse a las escuetisimas normas generales de la Ley del Procedimiento Administrativo.
Sin embargo, esta precariedad no resulta tan evidente en las précticas de las inspecciones
tributarias, laborales, de consumo, de seguridad industrial, en las que se detecta una am-
plisima y minuciosa forma de ejercicio de la inspeccién. Cuando esta inspeccién se desa-
rrolla por el método «indirecto» de organismos privados «colaboradores», el procedimien-
to practico se regula con detalle en las normas correspondientes, pero existen serias difi-
cultades para la aplicacion de las garantias de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

(43) Véase, por ejemplo, el Real Decreto de 16 de febrero de 1998, aprobatorio del
Reglamento de Explosivos.
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cio de la potestad de inspeccién, los inspeccionados disponen de un
completo cuadro de garantias que sirven de compensacién a esta re-
levante potestad (44). Ahora bien, el contenido de las Actas puede
servir, y sirve frecuentemente, para que el érgano a quien correspon-
de la decisién definitiva pueda adoptar medidas cautelares, sin per-
juicio de que la resolucién final sea de uno u otro sentido (45).

La potestad de inspeccién es incompatible con la obstruccién u
obstaculizacién que procede de los obligados a soportarla. Tanto es
asi que quien obstruya u obstaculice el ejercicio de la potestad puede
ser sancionado administrativamente o incluso penalmente, al igual
que ocurre con los funcionarios que «con motivo de sus inspecciones
hubiesen silenciado la infraccién de Leyes o disposiciones normati-
vas de caricter general...» (46).

Es frecuente, por ultimo, que de la practica de las inspecciones
obliguen a los inspeccionados al pago de tasas (47).

8. ALGUNAS CONSECUENCIAS POSITIVAS Y NEGATIVAS DEL EJERCICIO
DE LA POTESTAD

La vertiente positiva del ejercicio de la potestad de inspeccién no
es s6lo la defensa y proteccién de los intereses generales, sino inclu-
so la de los intereses particulares, en todos los supuestos en que el
ejercicio de la potestad deriva en la correccién o ajuste a la norma de
la actividad, objeto o persona inspeccionados, porque ello constituye
un aval o garantia que puede ser esgrimido por los inspeccionados
en su momento. Sin embargo, en los casos de verificacién o consta-

(44) A veces, los actos contienen «evaluaciones de conformidad», que son béasicas
para la exencién de responsabilidad (véase, por ejemplo, el Real Decreto de 27 de febrero
de 1998, sobre Embarcaciones de recreo, dictado en aplicacién de la Directiva europea
94/25, de 16 de junio de 1994). La Sentencia del Tribunal Constitucional de 26 de abril de
1990, dictada a propésito de la impugnacién de la Ley de 26 de abril de 1985 que modificé
la Ley General Tributaria (Fundamento Juridico VIII), conticne un impecable razona-
miento acerca del significado y funcién de las Actas (en materia de inspeccion de tribu-
tos), y especialmente de su valor probatorio, aunque no determinante, por sf mismo, de
ningun tipo de sancién.

(45) Incluso pueden adoptar estas medidas los organismos privados o «colaborado-
res» de las Administraciones. Véase, en este sentido, el articulo 12 del Decreto aragonés
67/1998, de 31 de marzo. El articulo 3 del Real Decreto de 11 de marzo de 1994, que regu-
la las instalaciones de recepcion de residuos oleosos procedentes de los buques, permite el
bloqueo en los puertos cuando de la comprobacién (inspeccién) se desprenda que no se
pucden descargar los residuos.

(46) Articulos 307, 310, 326, 329, entre otros, del Cédigo Penal, aprobado por Ley Or-
ganica de 23 de noviembre de 1995. Recuérdese, a este respecto, el ya citado articulo 34.8
de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

(47) En general, las leyves 0 normas reguladoras de las tasas y precios puiblicos contie-
nen preceptos concretos sobre ¢l particular.
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tacién del incumplimiento de las condiciones o requisitos normati-
vos y técnicos, la potestad de inspeccién puede derivar en el ejercicio
de otra potestad mucho mas importante, como es la potestad sancio-
nadora, e incluso el surgimiento de responsabilidades adicionales
como son las obligaciones de reposicién de las cosas a su estado pri-
mitivo, restauracién de objetos, reparacién de dafios o pago de in-
demnizaciones debidas (48).

Frente a estos aspectos positivos, por su funcionalidad, hay otros
bastante negativos. No son escasas las ocasiones en que las Adminis-
traciones publicas —sus 6rganos responsables— fuerzan a sus «ins-
pectores» a obtener resultados tangibles del ejercicio de la potestad.
Es paradigmatico, no por ser caso aislado sino por su repercusién
judicial, el supuesto de la Inspectora de Trabajo sancionada por no
levantar un Acta de inspeccién pese a ser requerida por sus superio-
res. Aunque la Sala de lo contencioso-administrativo de instancia le
dio la razén y anulé la sancién, el Tribunal Supremo revocé en ape-
lacién dicha Sentencia. Ante el recurso de la funcionaria, la Sala de
Revision del Tribunal Supremo confirmé la Sentencia de este Tribu-
nal y, por tanto, la sancién impuesta. Sin embargo, el Tribunal Cons-
titucional estimé el recurso de amparo y anulé las Sentencias del Tri-
bunal Supremo, dejando firme la de la Sala de instancia que habia
anulado la sancién. De esta Sentencia es destacable su reproche a la
identificacién entre los deberes funcionariales y el criterio de los su-
periores, lo que llevé a considerar no tipificada la infraccién por no
levantar el Acta. El Tribunal Constitucional sefialé6 que no cabe en-
tender ni es constitucionalmente posible incluir entre los deberes
funcionariales la plena y previa sintonia con sus superiores (49).

Hay, por supuesto, bastantes riesgos derivados de la «incompe-
tencia profesional» de ciertos inspectores, mal formados o incapaci-
tados por la extremada complejidad de los asuntos a inspeccionar o
la falta de rigor de las normas que los regulan. Y, también, por la
«ineficacia provocada» desde la superioridad, como ha sefialado
agudamente NIETO. Concluyo citando su dura y negativa critica, aun-
que con la advertencia de que no la considero generalizable:

«Por si lo anterior no fuera bastante, a la interven-
cién se acumula ocasionalmente la inspeccién. Si la in-
tervencién funciona rutinariamente en todos y cada
uno de los expedientes, de forma muy distinta opera la

(48) Por todas, véase en este sentido el articulo 100 de la Ley de Costas, de 28 de julio
de 1988.

(49) Sentencia del Tribunal Constitucional de 15 de noviembre de 1990 («BOE» de 3
de diciembre de 1990).
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inspeccién. Los servicios de inspeccién no actian auto-
maticamente sino de forma especifica respecto de érga-
nos o funcionarios o procedimientos concretos. Cuan-
do surge una sospecha de irregularidad se envia a un
inspector o inspectores que estudian sobre el terreno lo
que ha sucedido y como estos funcionarios disponen de
una experiencia y de una informacién mucho mas
completa —y mucho mas reciente— de la que manejara
en su dia el juez, sus posibilidades de descubrimiento
son amplisimas. Y, sin embargo, también resultan inefi-
caces por completo debido a las siguientes causas: por
lo pronto, sélo actian cuando se lo ordena su superior,
lo que significa que, si desde arriba se pretende ocultar
algin caso, sencillamente no se les llama; v en segundo
término, los resultados de su investigacién son mera-
mente informativos, es decir, que ellos se limitan a ele-
var su informe a la superioridad y ésta puede archivar-
lo sin mas por graves que sean las denuncias. La conse-
cuencia final puede imaginarse: los inspectores pierden
sus estimulos y, sabiendo de antemano que de nada
vale su esfuerzo —y que incluso lo que se quiere es que
no se esfuercen—, apenas si realizan unos tramites for-
males para reservar su energia, si llega el caso, a situa-
ciones y hechos que sus superiores no quieren ocultar
—o que incluso quieren perseguir seriamente—, pagan-
do asi por todos quienes no estan relacionados con so-
borno alguno» (50).

(50) Alejandro NiETO GaRcla, Corrupcidn en la Esparia democrdtica, Ed. Ariel, Barce-
lona, 1997, pag. 231.
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